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(Expte. CJS 33.358/10 - Bellini)


(Registro: Tomo 183:355/370)

Salta, 18 de noviembre de 2013.



Y VISTOS: Estos autos caratulados “BELLINI, EDGARDO CARLOS VS. TRIPETROL PETROLEUM ECUADOR INC. - NETHERFIELD CORP. UTE; Y.P.F. S.A.; PETROLERA SAN JOSÉ S.R.L.; PROVINCIA DE SALTA – AMPARO - RECURSO DE APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.358/10), y


____________________________CONSIDERANDO:



Los Dres. Abel Cornejo, Gustavo Adolfo Ferraris, Guillermo Alberto Posadas, Sergio Fabián Vittar y Guillermo Alberto Catalano, dijeron:



1º) Que los codemandados Y.P.F. S.A. (fs. 637/642 vta.), Petrolera San José S.R.L. y Tripetrol Petroleum –Netherfield Corporation- Puesto Guardián - U.T.E. (fs. 654/665) y el Estado Nacional –Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios- (fs. 693/694 vta.), interpusieron recurso de apelación en contra de la sentencia de fs. 615/621 vta., que hizo lugar a la acción de amparo incoada para que se conmine a las demandadas a practicar en el predio del actor y en los lugares que éste indique las perforaciones necesarias para extraer muestras fiscalizadas de agua subterránea tendientes a ser sometidas a análisis químicos  ante organismos competentes y proveer de aguas limpias al ganado de los emprendimientos pecuarios del amparista, como así también para recomponer el daño ambiental ocasionado. Con ese propósito, al hacer lugar a la demanda el “a quo” ordenó que la Secretaría de Energía supervise un plan inmediato de trabajo con los apelantes, el que deberá contemplar todas las medidas técnicamente idóneas referidas al proceso de trabajo, aprobación de la ingeniería que se empleará, contrataciones, adjudicación y el plan que se estime pertinente de contingencia de seguridad y remediación ambiental.



Al resolver, el juez de primera instancia afirmó que el daño ambiental denunciado en la demanda estaba comprobado fehacientemente, y que los hechos denunciados existen con una perduración de muchos años; y concluyó en que las demandadas eran responsables porque Y.P.F. S.E. fue quien realizó el pozo petrolífero abandonado que se descontroló en el año 2006; Y.P.F. S.A. era responsable por ser la continuadora de la Sociedad del Estado y Petrolera San José por ser la licenciataria del área. La acción planteada por el actor –señaló también el “a quo”-, si bien tiene intereses individuales, resulta de todos modos procedente desde el punto de vista sustancial en aquellos supuestos que cobran preeminencia aspectos referidos a la materia de medio ambiente, por lo que estamos en presencia de un interés estatal para su protección.



En los fundamentos de su apelación, Y.P.F. S.A. alegó que no había cometido acto lesivo alguno ni había incurrido en conducta arbitraria o ilegítima que lesionara los derechos del actor; que el fallo apelado violaba lo dispuesto por los arts. 37 de la Ley 17319 y 9º de la Ley 24145; que Y.P.F. S.E. nunca tuvo la responsabilidad de abandonar el pozo y por lo tanto a su continuadora Y.P.F. S.A. no le cabe tampoco responsabilidad con relación a los hechos que motivan el pleito; se agravió por la condena a recomponer el daño ambiental ocasionado y a realizar perforaciones para extraer muestras fiscalizadas de aguas subterráneas para ser sometidas a análisis químicos y proveer de aguas limpias al ganado en los lugares que indique el actor, asegurando que en los considerandos de la sentencia no se dijo una sola palabra sobre esos reclamos. Reiteró, finalmente, el alcance del acta acuerdo firmada por su parte en 2007, destacando que en ella Y.P.F. S.A. no actuaba como responsable sino como colaboradora.



Al apelar, el representante de Petrolera San José S.R.L. y Tripetrol Petroleum Ecuador Inc. Netherfield Corporation U.T.E. Puesto Guardián se agravió por la falta de fundamentación del rechazo de la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta al contestar la demanda. Puso de resalto que al momento de la demanda Petrolera San José no era la licenciataria del área Puesto Guardián, pues ese rol lo cumplían Tripetrol Petroleum Ecuador Inc. y Netherfield Corporation. Señaló que la concesión otorgada a la U.T.E. en 1991 constituía un nuevo título cuyo contrato no hacía mención a la asunción de pasivos ambientales o vicios ocultos, y que las tareas desarrolladas en el área Puesto Guardián no incluyeron trabajo alguno sobre pozos ya abandonados por Y.P.F. S.E., por lo que los daños ambientales causados por el pozo MDT 14 no pueden imputarse a la actividad normal de todo el yacimiento Puesto Guardián sino a la culpa de un tercero como consecuencia del mal abandono efectuado en el año 1978. Dijo que el legislador hace responsable al concesionario por los daños que genere el yacimiento durante la perforación, operación, conservación y abandono del pozo en cuestión, actividades que se realizaron de 1975 a 1978, mientras que la concesión recién le fue otorgada en 1991. Además, agregó que sus representadas nunca se beneficiaron económicamente ni les reportó utilidad alguna la explotación del pozo MDT 14. La resolución –dijo finalmente el apelante-, ha devenido abstracta, toda vez que Y.P.F. S.A. ya ha iniciado las tareas de abandono del pozo MDT 14, habiendo sido autorizado por la Secretaría de Energía para el inicio de la primera etapa del proyecto de control, ahogo, abandono y remediación del referido pozo, y porque existe una medida cautelar autónoma dictada por la Sala IV de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que ordena a Y.P.F. S.A. la adopción de las medidas que estime suficientes para disponer de los residuos contaminantes hasta tanto el pozo resulte abandonado definitivamente.__



En su apelación, el Estado Nacional se agravió destacando que el área de explotación Puesto Guardián se encuentra bajo contralor y administración de la provincia de Salta desde el 3 de enero de 2007, fecha de promulgación de la Ley 26197; que Y.P.F. S.E. nunca efectuó el abandono técnico del pozo, puesto que recién en 1996 se consagró a nivel normativo –Resolución nº 5/96 de la ex Secretaría de Energía, Transporte y Comunicaciones- la obligación de realizar el abandono de los pozos hidrocarburíferos; que la perforación realizada en el año 1975 por Y.P.F. S.E. no tiene relación causal con los hechos invocados por el actor y que la Secretaría de Energía de la Nación, Y.P.F. S.A. y Petrolera San José S.R.L. han suscripto un acta acuerdo en virtud de la cual la segunda tomó a su cargo la realización de trabajos para superar la situación de descontrol del pozo.


A fs. 683/690, 673/680 y 699/702 contestó el traslado de los agravios la parte actora, solicitando que se rechacen los recursos de apelación. A fs. 722/724 vta. dictaminó el Sr. Fiscal ante la Corte Nº 2, quien se pronunció por el rechazo de los recursos de apelación interpuestos. A fs. 735 se llamaron autos para resolver.



A fs. 741 se suspendió el llamamiento de autos de fs. 735, porque a fs. 739/740 se presentó la codemandada Y.P.F. S.A. denunciando un hecho nuevo consistente en el supuesto control del pozo MDT 14, alegando que un acta notarial del 17 de agosto de 2012 y un informe del 15 de noviembre de 2012 que adjuntó demuestran que ya no emana fluidos líquidos ni gaseosos, y que esa situación ha quedado consolidada por lo que la pretensión amparista se ha tornado abstracta. A fs. 749 se ordenó correr traslado a las partes del hecho nuevo denunciado. A fs. 751/754 la actora interpuso revocatoria contra la providencia que ordenó correr traslado del hecho nuevo; a fs. 759/760 vta. y fs. 763 y vta. las codemandadas Petrolera San José S.R.L. y Tripetrol Petroleum – Netherfield  Corporation UTE; Puesto Guardián y la Provincia de Salta respectivamente contestaron el traslado. A fs. 766 se reanudó el llamado de autos suspendido a fs. 741, y se aclaró que en esa oportunidad se resolvería el planteo de fs. 739/740 y la revocatoria de fs. 751/754.____



2º) Que el recurso de revocatoria interpuesto por la actora a fs. 751/754 resulta manifiestamente improcedente, toda vez que las normas procesales en las que basa su pretensión no son aplicables en el caso. Ello sin perjuicio de que no es posible exigir que la codemandada Y.P.F. S.A. introduzca el hecho al momento de fundar sus agravios cuando aquel es posterior como sucede en la especie, toda vez que el hecho nuevo se intenta acreditar con un informe del 15 de noviembre de 2012, mientras el memorial de agravios fue presentado el 10 de febrero del mismo año (fs. 642 vta.).



En la acción de amparo deducida en autos, por lo demás, las contingencias procesales son resueltas por el juez con arreglo a una recta interpretación de la Constitución de Salta, y en este caso el director del proceso ha considerado que la sustanciación del hecho nuevo denunciado podía ser conducente para el esclarecimiento de la verdad jurídica, teniendo presente que la controversia debe estar actualizada al momento de dictar sentencia.



Ahora bien, la documentación acompañada por Y.P.F. S.A. carece de entidad para acreditar fehacientemente que el pozo hidrocarburífero MDT-14 Puesto Guardián dejó de contaminar y también, lógicamente, para tornar abstracta la cuestión. No se advierte, por ejemplo, que la autoridad de aplicación –que a partir de la sanción de la Ley 26197 es la Provincia de Salta- haya tomado la intervención que le compete para verificar si el pozo se encuentra realmente controlado, sin perjuicio de que el objeto del amparo no se agota con el cese de la contaminación pues también se ha planteado la recomposición del daño ambiental causado.



3º) Que la acción de autos tuvo por objeto el cese inmediato de la contaminación causada por el pozo hidrocarburífero MDT-14 Puesto Guardián, además de la recomposición del daño ambiental, y la realización de perforaciones para proveer de agua subterránea limpia al ganado de los emprendimientos pecuarios del actor._



Del expediente se desprende claramente la existencia del daño ambiental como consecuencia de la emanación de sustancias del pozo MDT-14, y que ese daño ambiental pone en riesgo no sólo los bienes del amparista, sino también la vida y la salud de las personas. Esta contaminación se produjo a partir del 1 de febrero de 2006 a raíz de una explosión que ocasionó cráteres en el terreno y fuertes emanaciones de ácido sulfhídrico, anhídrido carbónico y metano, ha sido comprobada por el “a quo” y se encuentra expresamente reconocida por las partes.



Tampoco se discute que el daño ambiental se originó en un pozo hidrocarburífero perforado en la década de 1970 por Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado, el que en el año 1978 –luego de un incendio mientras se desarrollaban tareas que originaron la muerte de un operario- fue abandonado en condiciones inadecuadas de seguridad, es decir, sin que se hayan cumplido las diligencias técnicas que recién a partir de 1996 la normativa exige para evitar que las sustancias contaminantes migren hacia la superficie y afecten el medio ambiente.



Y.P.F. S.A. y las concesionarias del área admiten, por lo demás, que el 8 de febrero de 2007 celebraron un acta acuerdo en la que la primera, a título de colaboración, asumía la obligación de realizar las tareas de prevención, control y taponamiento del pozo MDT 14 mientras las segundas asumían la responsabilidad de los pagos que debían realizarse a cualquier propietario superficiario o tercero con motivo de eventuales daños, y de poner a disposición de Y.P.F. S.A. quien realice las operaciones, la base existente en el área y prestar el apoyo técnico y humano y el equipamiento que tengan en el área.



Es menester poner de resalto, por último, las resoluciones dictadas por la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, que el 23 de agosto de 2010 (fs. 446/453) confirmó una decisión del juez de primera instancia e impuso a Y.P.F. S.A. la presentación ante la autoridad de aplicación de una propuesta técnica y presupuesto definitivo respecto de la totalidad de las tareas por cumplir para la solución completa, eficaz y definitiva de la emergencia que se suscitó en el pozo MDT-14, a los fines de arribar a su abandono definitivo en condiciones admisibles de seguridad; y el 20 de diciembre de 2011 instó a Y.P.F. S.A. para que inicie de inmediato las tareas destinadas al abandono definitivo del pozo MTD-14.



En cumplimiento de lo requerido en la primera resolución, Y.P.F. S.A. propuso tres alternativas para abandonar definitivamente el pozo en condiciones admisibles de seguridad (fs. 501/ 504), habiéndose inclinado la Secretaría de Energía de la Nación  –Autoridad de Aplicación de la Resolución nº 5/96 que aprobó las normas y procedimientos para el abandono de pozos de hidrocarburos-, a la que la citada Sala IV de la Cámara en lo Contencioso Administrativo le dio una función de fiscalización en lo atinente al desarrollo de las tareas comprometidas para la normalización del pozo MDT-14- por la primera (fs. 507/508), consistente en el ahogo y posterior abandono definitivo del pozo.



4º) Que sentado lo expuesto, la obligación de Y.P.F. S.A. con relación a la reparación y recomposición del daño ambiental denunciado y comprobado en autos resulta evidente, no sólo porque en el acta acuerdo celebrada el 8 de febrero de 2007 (fs. 344/346) tomó a su cargo las operaciones técnicas necesarias para la neutralización de los efectos dañosos del pozo y porque de acuerdo a lo ordenado por la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal se encuentra desarrollando las actividades tendientes a ese fin -como surge de los informes semanales obrantes a fs. 644/653-, sino porque es la continuadora jurídica de Y.P.F. S.E., que es quien perforó el pozo petrolífero que ocasionó el daño ambiental, y además posteriormente lo abandonó sin cumplir con las medidas de seguridad necesarias.



No interesa, en este último sentido, que al momento de abandonarlo no hayan estado vigentes las directivas emergentes de una resolución que recién en 1996 aprobó las normas y procedimientos para el abandono de pozos de hidrocarburos, pues en virtud del principio de responsabilidad que es propio de la política ambiental “El generador de efectos degradantes del ambiente, actuales o futuros, es responsable de los costos de las acciones preventivas y correctivas de recomposición, sin perjuicio de la vigencia de los sistemas de responsabilidad ambiental que correspondan” (art. 4º de la Ley 25675). Así pues, no es necesario que la conducta del demandado haya violado concretamente alguna norma expresa, siendo suficiente la relación de causalidad entre el hecho generador (la perforación y el abandono imperfecto del pozo) y los efectos degradantes del ambiente, que en este caso perjudican arbitrariamente al amparista.
 


La garantía de indemnidad prevista en el art. 9º de la Ley 24145 no obsta a la responsabilidad de Y.P.F. S.A. que ha determinado el “a quo” en este proceso, pues en esa norma se regula una cuestión económica ajena al planteo aquí formulado, de índole exclusivamente ambiental. Ello no impide, obviamente, que la codemandada Y.P.F. S.A. procure hacer valer esa garantía de indemnidad ante la autoridad administrativa o judicial que corresponda, lo que de hecho está haciendo pues ya en el año 2008 solicitó al Estado Nacional el reintegro de los gastos efectuados para asumir las tareas tendientes al abandono técnico del pozo hidrocarburífero en cuestión, lo que dio inicio al expediente S01:0535921.



5º) Que los concesionarios de la explotación sobre el área CNQ-8 "Puesto Guardián" tienen el derecho exclusivo de explotar los yacimientos de hidrocarburos que existan en las áreas comprendidas en el respectivo título de concesión. A ese efecto están obligados a efectuar las inversiones que sean necesarias para la ejecución de los trabajos que exija el desarrollo de toda la superficie abarcada por la concesión (arts. 27 y 31 de la Ley 17319). Y si bien el pozo hidrocarburífero cuyo descontrol ocasionó los daños ambientales puede haber dejado de explotarse en el año 1978, lo cierto es que se encuentra dentro del área concedida -el área CNQ-8, "Puesto Guardián"- y que del decreto de adjudicación de la concesión –nº 1596- no surge que las concesionarias podían prescindir de ejercer una supervisión de los pozos existentes aunque no estén en explotación, máxime cuando en el pozo MDT 14 se habían omitido las medidas de seguridad tendientes a su abandono técnico, y por lo tanto no se encontraba neutralizada su potencialidad dañosa para el medio ambiente circundante.



Las concesionarias, por lo demás, fueron convocadas conjuntamente con Y.P.F. S.A. a una reunión en la Secretaría de Energía de la Nación, en la que decidieron iniciar conversaciones a fin de acordar el modo en que se distribuirían las acciones para hacer frente al problema planteado. Fruto de esas conversaciones las concesionarias –actualmente Tripetrol Petroleum S.A., Netherfield Corporation y Petrolera San José S.R.L.- asumieron en el Acta Acuerdo celebrada el 8 de febrero de 2007 (v. fs. 344/346) el compromiso de responder por los pagos que deban realizarse a cualquier propietario superficiario o tercero por los daños producidos como consecuencia del evento ocurrido en el pozo, como también la obligación de prestar el apoyo técnico y humano y el equipamiento que tengan en el área para colaborar con Y.P.F. S.A. o los terceros que éste contrate para lograr el abandono técnico del pozo. Tales deberes no son incompatibles con el mandato de participar en el plan inmediato de trabajo para sanear el daño ambiental que, conjuntamente con Y.P.F. S.A. y el Estado Nacional y bajo la supervisión de la Secretaría de Energía de la Provincia, el “a quo” ordenó en la sentencia recurrida.



6º) Que en sus agravios, el Estado Nacional no ha desvirtuado las razones en las que el “a quo” ha fundado su decisión de incluirlo entre los obligados a participar del plan integral destinado a hacer cesar y recomponer el ambiente dañado por el descontrol del pozo hidrocarburífero.



En efecto, la circunstancia de que el área de explotación donde está el pozo en cuestión se encuentre bajo el contralor y la administración de la Provincia de Salta desde el año 2007 no quita que el daño ambiental se haya originado en una perforación realizada en el año 1975 por una Sociedad del Estado Nacional, que al abandonar el pozo en 1978 no cumplió con las condiciones de seguridad para neutralizar los efectos perjudiciales que se produjeron con el transcurso de los años. La relación de causalidad entre ese abandono defectuoso y los daños producidos a partir del 01 de febrero de 2006 en que se produce la explosión de la que emanan los gases y fluidos contaminantes es innegable, a punto tal que para hacer cesar el daño ambiental las partes coinciden en la necesidad de ahogar y posteriormente abandonar el pozo con los requisitos técnicos que antes se soslayaron.



Esa relación de causalidad es suficiente para responsabilizar al Estado por el accionar de Y.P.F. S.E. independientemente que en el año 1978 no hubiese existido una normativa específica que imponga la obligación de abandonar técnicamente los pozos de hidrocarburos, pues esa responsabilidad surge del deber de no dañar que emerge de la parte dogmática de la Constitución Nacional (art. 19).



El Estado Nacional, por lo demás, tiene la obligación de colaborar y, de ser necesario, participar en forma complementaria en el accionar de los particulares en la preservación y protección ambiental. Ello en virtud del principio de subsidiariedad, reconocido expresamente en el art. 4º de la Ley 25675.



7º) Que el plan de trabajo tendiente a la reparación ambiental que se ordena en la resolución recurrida debe ser compatibilizado con el aprobado por la Secretaría de Energía de la Nación, que está llevando a cabo Y.P.F. S.A. en virtud de la orden judicial emanada de la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal a la que ya hemos hecho referencia. La Secretaría de Energía de la Provincia es la autoridad que deberá procurar esa compatibilidad, pues el “a quo” le ha otorgado la responsabilidad de la supervisión del trabajo conjunto que deben llevar a cabo las demandadas, además de que la explotación racional de los recursos hidrocarburíferos en Salta y la preservación del ambiente en todas las etapas de la industria petrolera es una de las principales funciones que debe estar a cargo de esa Secretaría.



8°) Que en definitiva, los agravios expresados en los recursos de apelación no alcanzaron a conmover los fundamentos centrales que sustentaron la decisión de primera instancia, por lo que corresponde su confirmación. Con costas por aplicación del principio objetivo de la derrota.



Los Dres. Guillermo Félix Díaz y Susana Graciela Kauffman de Martinelli, dijeron:


1º) Que por sus fundamentos, adherimos a la solución jurídica propuesta en el voto mayoritario.



Debe advertirse que atento al contenido de la pretensión, no hay cuestión abstracta -como lo pretenden las codemandadas Y.P.F. S.A. y Petrolera San José S.R.L.- si habiéndose comunicado en autos el supuesto cierre definitivo del pozo MDT-14 "Puesto Guardián", no se ha informado sin embargo del agotamiento de la totalidad del material litigioso fallado en primera instancia.


Por otra parte, respecto del objeto de los recursos de apelación planteados, la relación de la codemandada Petrolera San José S.R.L. con Y.P.F. S.A., haya o no surgido de un acuerdo, no la desliga de su relación con el superficiario, con quien -además- dijo haber celebrado dos acuerdos indemnizatorios relativos a las consecuencias derivadas de la situación del pozo en cuestión (ver su contestación de la demanda).



Asimismo, no se ha demostrado en autos que los incidentes no sean derivación de la falta de abandono seguro del pozo por parte de Y.P.F. S.E. En efecto, el hecho de que la obligación de abandono técnico de los pozos tuviera consagración normativa a partir del año 1996, no implica que el responsable anterior de los pozos -en el caso, el Estado Nacional- no deba responder frente a un reclamo de naturaleza ambiental, si el daño denunciado resulta de la situación de un pozo petrolero que mostraba potencialidad riesgosa desde tiempo anterior a esa fecha, a consecuencia del estado en que fuera dejado por Y.P.F. S.E. antes de la concesión (pozo "a abandonar").



Por último, a diferencia de lo que sostiene Y.P.F. S.A., la vía del amparo resulta idónea para intentar el cese de los hechos que generan o tienen virtualidad para generar daño ambiental como consecuencia del descontrol de un pozo petrolero del que emanan sustancias peligrosas para la vida y la salud de las personas o la integridad de bienes públicos o privados.


Por lo que resulta de la votación que antecede,


________________________LA CORTE DE JUSTICIA,


_____________________________RESUELVE:



I. RECHAZAR las apelaciones interpuestas a fs. 637/642 vta., 654/665 y 693/694 vta. Con costas.



II. MANDAR que se registre, notifique y, oportunamente, bajen los autos.


(Fdo.: Dres. Guillermo A. Posadas -Presidente-, Guillermo A. Catalano, Guillermo Félix Díaz,  Abel Cornejo, Gustavo A. Ferraris, Susana Graciela Kauffman de Martinelli y Sergio Fabián Vittar -Jueces de Corte-. Ante mí: Dra. Mónica Vasile de Alonso –Secretaria de Corte de Actuación-).
